El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
CONFLICTO DE COMPETENCIA / EN SEGUNDA INSTANCIA / COMPETENCIA DE LA SALA DE GOBIERNO PARA RESOLVERLO / LIQUIDACIÓN DE SOCIEDAD CONYUGAL O PATRIMONIAL / COMPETE AL MAGISTRADO QUE CONOCIÓ DEL PROCESO DECLARATIVO / NO INCIDE QUE EL A QUO RADIQUE LA ACTUACIÓN COMO SI FUERA UN NUEVO PROCESO.
… la Sala de Gobierno es competente para desenlazar el conflicto, en los términos del literal e) del artículo 6º del Acuerdo PCSJA17-10715 del 25 de julio de 2017 expedido por el Consejo Superior de la Judicatura, si bien se trata de una cuestión de competencia interna, esto es, la que deriva del reparto en segunda instancia.  

De entrada se señala que la razón está de parte del Magistrado Grisales Herrera, pues, como se verá, en realidad se trata de un asunto que debe tramitarse en el mismo proceso en el que se dispuso la liquidación.

En efecto: el artículo 523 del CGP prevé:

“Liquidación de sociedad conyugal o patrimonial a causa de sentencia judicial. Cualquiera de los cónyuges o compañeros permanentes podrá promover la liquidación de la sociedad conyugal o patrimonial disuelta a causa de sentencia judicial, ante el juez que la profirió, para que se trámite en el mismo expediente. La demanda deberá contener una relación de activos y pasivos con indicación del valor estimado de los mismos.” 

Así que en este caso particular, que deriva de un proceso declarativo de unión marital de hecho y su consecuente sociedad patrimonial, una vez dictada la sentencia, su liquidación debe darse ante el juez que profirió el fallo, en el mismo expediente, sin necesidad, por tanto, de abrir uno nuevo.  (…)
La cuestión está en definir qué incidencia tiene en la aplicación de los factores de competencia, que, se sabe, son de regulación exclusiva del legislador, el hecho de que un despacho judicial, sin atender lo meridiano de la norma, decida asignarle al trámite de la liquidación un nuevo número de radicación. 

Y la respuesta para esta Sala es que ninguna, porque no le es dado al juez, de buenas a primeras, variar las reglas de competencia.
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Acta Sala de Gobierno No. 68 del 01-10-19





La Sala de Gobierno de esta Corporación, conforme a las facultades otorgadas en el literal e) del artículo 6º del Acuerdo PCSJA17-10715 del 25 de julio de 2017 expedido por el Consejo Superior de la Judicatura, procede a decidir el presente conflicto, suscitado entre los Magistrados Duberney Herrera Grisales y Claudia María Arcila Ríos, respecto de quién debe conocer del presente proceso de liquidación de sociedad patrimonial en el que demanda Leidy Johana Vélez Botero a Gustavo Albeiro Grisales Vélez. 

ANTECEDENTES





A la Sala Civil-Familia de esta Corporación arribó el proceso de liquidación de sociedad patrimonial entre las partes arriba citadas, con el fin de que se resuelva el recurso de apelación del auto dictado el 11 de junio de 2019, que desató la objeción a los inventarios y avalúos. 

Por reparto le correspondió al Magistrado Duberney Grisales Herrera, quien advirtió que “… este asunto fue conocido con antelación por la Sala de la que es ponente la doctora Claudia María Arcila Ríos, ante quien se tramitaron en la fase declarativa de la unión marital de hecho, dos (2) apelaciones de auto y, también, la correspondiente a la sentencia (folios 2-5, cuaderno No. 1)”; por tanto, dispuso el envío a ese despacho, conforme con lo previsto en los artículos 19-3 del Decreto 1265 de 1970 y 10 del Acuerdo PCSJA17-10715 del Consejo Superior de la Judicatura. Y agregó que “… el juzgado de primera instancia, pese a tratarse de una liquidación a causa de una sentencia judicial, que debió tramitarse en el mismo expediente (artículo 523, CGP), le asignó una nueva radicación, lo que pudo hacer pensar que el proceso subía por primera vez”.
Por su parte la Magistrada Claudia María Arcila Ríos, declaró su incompetencia, porque, en su concepto, a esta Sala llega por primera vez el asunto. Anotó que “Como lo dijo el Magistrado que se separó del conocimiento del asunto, el proceso de liquidación de que se trata debió tramitarse en el mismo expediente en el que se declaró la existencia de la unión marital de hecho y de la sociedad patrimonial…”, el que estuvo a su cargo; sin embargo, dijo, “… como así no se hizo; se inició de manera independiente y fue por eso que, reitero, se le asignó un número nuevo de radicación y se indicó que se remitía por primera vez”, para concluir que “…del asunto debe conocer el magistrado al que le correspondió por reparto, pues a la Sala Civil Familia del Tribunal es primera vez que llega y por ende, de él, ningún magistrado ha tenido conocimiento previo.”
En consecuencia, envió la actuación a la Sala de Gobierno de esta Corporación para que se dilucide lo pertinente.

CONSIDERACIONES

1.
Según se advirtió, la Sala de Gobierno es competente para desenlazar el conflicto, en los términos del literal e) del artículo 6º del Acuerdo PCSJA17-10715 del 25 de julio de 2017 expedido por el Consejo Superior de la Judicatura, si bien se trata de una cuestión de competencia interna, esto es, la que deriva del reparto en segunda instancia.  
2.
De entrada se señala que la razón está de parte del Magistrado Grisales Herrera, pues, como se verá, en realidad se trata de un asunto que debe tramitarse en el mismo proceso en el que se dispuso la liquidación.
En efecto: el artículo 523 del CGP prevé:

“Liquidación de sociedad conyugal o patrimonial a causa de sentencia judicial. Cualquiera de los cónyuges o compañeros permanentes podrá promover la liquidación de la sociedad conyugal o patrimonial disuelta a causa de sentencia judicial, ante el juez que la profirió, para que se trámite en el mismo expediente. La demanda deberá contener una relación de activos y pasivos con indicación del valor estimado de los mismos.” 
3. Así que en este caso particular, que deriva de un proceso declarativo de unión marital de hecho y su consecuente sociedad patrimonial, una vez dictada la sentencia, su liquidación debe darse ante el juez que profirió el fallo, en el mismo expediente, sin necesidad, por tanto, de abrir uno nuevo. 

Es la concreción de una especie de fuero de atracción, o, si se quiere, del factor de conexidad, que, con el marcado propósito de agilizar el trámite de diversos asuntos, permite asignar a un juez determinado el conocimiento de los mismos, como ocurre, por ejemplo, con la acumulación de demandas, de procesos, de pretensiones, o el llamamiento en garantía, la reconvención, la intervención excluyente, o la ejecución de las sentencias en el mismo expediente. 

La cuestión está en definir qué incidencia tiene en la aplicación de los factores de competencia, que, se sabe, son de regulación exclusiva del legislador, el hecho de que un despacho judicial, sin atender lo meridiano de la norma, decida asignarle al trámite de la liquidación un nuevo número de radicación. 
Y la respuesta para esta Sala es que ninguna, porque no le es dado al juez, de buenas a primeras, variar las reglas de competencia. Aunque, a decir verdad, todo lo que aconteció en este caso es que se abrió ese nuevo radicado, pero es indudable que la actuación se viene surtiendo en los términos del artículo 523 citado, tanto así, que para la promoción del libelo no se otorgó un nuevo poder y en el auto admisorio de la demanda se advirtió que por haberse promovido dentro de los treinta días siguientes, la notificación del mismo se haría por estado, lo que es relevante, porque de tratarse verdaderamente de una actuación distinta, tal forma de enteramiento hubiera debido surtirse siguiendo las reglas generales, esto es, personalmente o por aviso. 

Esa asignación del número de radicado más parece una práctica de varios despachos, de la que mucho se habla, con cierto grado de razón, porque estadísticamente no cuentan como ingresos aquellas demandas que se promueven a continuación de una sentencia, con lo cual se genera un desgaste para el despacho judicial y el funcionario que nadie valora, a pesar de que se trata de un nuevo proceso en su integridad. Pero de allí no se sigue que ella sea adecuada, o que, de mantenerla, se concluya que se conviertan en asuntos diversos.  
Se trata, entonces, o de una simple equivocación procedimental o de un mecanismo que permita revelar el verdadero trabajo desplegado por los jueces, que en nada afecta la norma que ordena el trámite a continuación del proceso declarativo ni, por supuesto, la competencia que es reglada.
4.
Como ello es así, encuentra esta Sala atinada la manifestación del magistrado que recibió el expediente, en el sentido de que “… pese a tratarse de una liquidación a causa de una sentencia judicial, que debió tramitarse en el mismo expediente (artículo 523, CGP), le asignó (el juzgado) una nueva radicación, lo que pudo hacer pensar que el proceso subía por primera vez” (fl. 6), pues como esta actuación viene derivada del declarativo, incluso por orden de la misma Magistrada que provoca el conflicto, que dispuso expedir copias de la actuación respectiva para la ejecución del fallo antes de enviar la foliatura a la Corte, en atención a lo prescrito por los artículos 19—3 del Decreto 1265 de 1970 y 10 del Acuerdo PCSJA17-10715 del Consejo Superior de la Judicatura, la actuación ha debido ser repartida a quien en ocasiones anteriores había conocido en segunda instancia, esto es, a la Magistrada Claudia María Arcila Ríos. 

En ese sentido se desatará el conflicto y se remitirá el expediente a tal despacho; al Magistrado Duberney Grisales Herrera se le informará lo pertinente.

DECISIÓN
En mérito de lo expuesto, esta Sala de Gobierno del Tribunal Superior de Pereira, DECLARA que el conocimiento de la demandada de liquidación de sociedad patrimonial de hecho instaurada por Leidy Johana Vélez contra Gustavo Albeiro Grisales Vélez, le corresponde al despacho de la Magistrada Claudia María Arcila Ríos, y allí se dispone remitir el expediente.

De esta decisión, infórmese al Magistrado Duberney Grisales Herrera.
Notifíquese.

Los Magistrados,

Edder Jimmy Sánchez Calambás
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